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ORDEN DE LA CONSEJERA DE DESARROLLO ECONÓMICO E INFRAESTRUCTURAS POR LA QUE SE SOMETE A CONSULTA PREVIA LA ELABORACIÓN DE UNA DISPOSICIÓN DE CARÁCTER GENERAL QUE REGULE LOS PROCEDIMIENTOS DE AUTORIZACIÓN ADMINISTRATIVA Y DE PUESTA EN SERVICIO DE LAS INSTALACIONES DE DISTRIBUCIÓN Y TRANSPORTE DE GASES COMBUSTIBLES POR CANALIZACIÓN.

El Departamento de Desarrollo Económico e Infraestructuras, considera necesaria la actualización y la adaptación al actual marco normativo de la regulación autonómica existente en materia de procedimientos de autorización administrativa y de puesta en servicio de las instalaciones de distribución y transporte de gases combustibles por canalización.

El artículo 133.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas dispone que, con carácter previo a la elaboración de un proyecto de disposición normativa, se sustanciará una consulta pública, a través del portal web de la Administración competente, en la que se recabará actualización y adaptación la opinión de las personas y organizaciones más representativas potencialmente afectadas por la futura norma.
La consulta se debe referir a los siguientes aspectos:

a) Los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa.

b) La necesidad y oportunidad de su aprobación.

c) Los objetivos de la norma.

d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias.

Por ello, se pretende dar cumplimiento al citado trámite de consulta previa a la elaboración de la disposición, a los efectos de que la ciudadanía y demás entidades 
afectadas por la norma tengan la posibilidad de participar y realizar aportaciones a la norma que se plantea.

Por todo ello, la consulta:
· Se abre a todas aquellas instituciones públicas y personas físicas, así como organizaciones, entidades o asociaciones que puedan considerarse afectadas por esa futura regulación normativa.

· Se publicará en el portal web de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Euskadi. 

· Se establece un plazo de diez días hábiles para que las instituciones afectadas, la ciudadanía y sus entidades presenten todas aquellas sugerencias u observaciones que tengan por conveniente. 

Ese trámite de consulta pública es, por tanto, el que en estos momentos se realiza siguiendo el esquema legal previsto. Se efectúa, además, con carácter previo a la elaboración del proyecto normativo y dentro de la fase de iniciación que regulan los artículos 4 y 5 de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, del Procedimiento de Elaboración de las Disposiciones de Carácter General.
En virtud de las competencias atribuidas por el Decreto 74/2017, de 11 de abril, por el que se establece la estructura orgánica y funcional del Departamento de Desarrollo Económico e Infraestructuras.

RESUELVO

Primero. - Someter a trámite de consulta pública, con carácter previo a su elaboración, el proyecto de una disposición de carácter general acerca de los procedimientos de autorización administrativa y puesta en servicio de las instalaciones de distribución y transporte de gases combustibles por canalización. 
Segundo. - La ciudadanía y entidades afectadas por la norma, que así lo consideren, pueden hacer llegar sus opiniones sobre los aspectos planteados en el Anexo a esta Orden en el plazo de diez días hábiles, contados desde el día siguiente al de su publicación en el portal web de la Administración General de la Comunidad Autónoma de Euskadi.
ARANTZA TAPIA OTAEGUI

CONSEJERA DE DESARROLLO ECONÓMICO E INFRAESTRCUTURAS

ANEXO

1.- Problemas que se pretenden solucionar con esta iniciativa normativa. 

Para el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco, el Decreto 107/1998, de 9 de junio, reguló la autorización y puesta en servicio de instalaciones de servicio público de gas canalizado.

Con posterioridad al mismo, la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, estableció la necesidad de autorizaciones administrativas para la construcción, modificación, explotación, cierre y transmisión de las instalaciones de distribución y transporte de gas natural y las de almacenamiento y distribución de GLP.  

El otorgamiento de las autorizaciones de las instalaciones de distribución y transporte secundario de gases combustibles por canalización cuando no salgan del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma corresponde, de conformidad con el citado texto legal, a las Comunidades Autónomas en el ámbito de sus respectivos Estatutos, así como el ejercicio de las competencias de inspección y sanción que afecten a dichas instalaciones.

Así, si bien la Disposición Final Primera del citado texto consagra el carácter básico de la Ley se excluyen del mismo todas las referencias a los procedimientos administrativos cuya regulación se encomienda a la Administración que, en cada supuesto, resulte competente.

En este contexto, el Real Decreto 1434/2002, de 27 de diciembre, ha establecido el régimen de autorización correspondiente a todas las instalaciones vinculadas a las actividades de gas natural, competencia de la Administración General del Estado.

También el Real Decreto 919/2006, de 28 de julio, por el que se aprueba el Reglamento técnico de distribución y utilización de combustibles gaseosos y sus instrucciones técnicas complementarias ICG 01 a 11, regula en cierta medida, cómo tramitar las autorizaciones administrativas de instalaciones de distribución de combustibles gaseoso por canalización. 

Dado que el Decreto 107/1998 es anterior a la normativa estatal que regula este campo resulta imprescindible actualizar el procedimiento para el otorgamiento de las autorizaciones administrativas de la generalidad de instalaciones cuya competencia corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vasco.

A la vista de cuanto antecede, se propone la elaboración de un Decreto que permitirá la adaptación de la regulación a los cambios normativos y dotar de mayor agilidad la autorización de aquellas instalaciones en las que no sea precisa la declaración de utilidad pública o la evaluación de impacto ambiental, con objeto de facilitar de este modo la autorización y puesta en servicio de las instalaciones más frecuentes. Asimismo, se considera oportuno reglamentar el régimen de las transmisiones, cierres, revisiones, inspecciones, responsabilidades y algunos aspectos que afectan al régimen sancionador de las citadas instalaciones de distribución de gas canalizado.

2.- Necesidad y oportunidad de su aprobación

De acuerdo con la experiencia adquirida en la tramitación de este tipo de procedimientos y con la finalidad de actuar con mayor eficacia y seguridad jurídica en este ámbito es necesaria, sin duda, una simplificación de los procedimientos administrativos. 

Para ello resulta imprescindible efectuar un previo análisis de la necesidad o proporcionalidad de ciertos procedimientos o exigencias administrativas, reordenando y racionalizando los tramites, mediante la eliminación de aquellas formalidades o tramites que puedan considerarse superfluos o inútiles, sobre todo en el caso de aquellas instalaciones menos complejas o que no requieran de declaración de utilidad pública ni evaluación de impacto ambiental.
Por otra parte, una vez reorganizado el marco autorizatorio, el establecimiento de la utilización de los medios electrónicos en las tramitaciones de este tipo de procedimientos permitirá continuar avanzando en su agilización.
3.- Objetivos del proyecto normativo que se pretende elaborar

El objetivo perseguido con esta nueva regulación es:
· Reducción y racionalización de tramitaciones, así como la incorporación de las nuevas tecnologías en la relación de los administrados con la administración. 
· Evitar cargas administrativas innecesarias y formalidades accesorias, eliminando la información pública en aquellos supuestos en los que no esté justificada. 

· Afrontar las problemáticas específicas detectadas desde la puesta en marcha de la primera regulación de los procedimientos para las autorizaciones aportando soluciones a cada caso.

· Adaptación de la regulación autonómica relativa a los procedimientos autorizatorios al nuevo marco jurídico.

4.- Posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias

No hay otra alternativa regulatoria diferente a la norma que se pretende elaborar y no se encuentran soluciones alternativas no regulatorias satisfactorias.
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